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cación resulte imprevisible para sus destinatarios, sea
por apartamiento del tenor literal del precepto, sea por
la utilización de pautas valorativas extravagantes en rela-
ción con el ordenamiento constitucional, sea por el
empleo de modelos de interpretación no aceptados por
la comunidad jurídica, comprobado todo ello a partir de
la motivación expresada en las resoluciones recurridas
(SSTC 137/1997, de 21 de julio, FJ 7; 151/1997, de
29 de septiembre, FJ 4; 225/1997, de 15 de diciembre,
FJ 4; 232/1997, de 16 de diciembre, FJ 2; 236/1997,
de 22 de diciembre, FJ 4; 56/1998, de 16 de marzo,
FJ 8; 189/1998, de 28 de septiembre, FJ 7; 25/1999,
de 8 de marzo, FJ 3; 42/1999, de 22 de marzo,
FJ 4; 142/1999, de 22 de julio, FJ 4; 174/2000,
de 26 de junio, FJ 2; 185/2000, de 10 de julio,
FJ 4; 195/2000, de 24 de julio, FJ 4; 278/2000,
de 27 de noviembre, FJ 11)» [STC 125/2001, 4 de junio,
FJ 3]. En su aplicación, no puede entenderse que las
decisiones judiciales impugnadas hayan efectuado una
interpretación ajena al tenor literal del precepto, ni con-
traria a las pautas valorativas que derivan de nuestra
Constitución, ni tampoco extravagante en relación con
lo sostenido en la comunidad jurídica, toda vez que se
corresponde con una de las interpretaciones usuales en
la doctrina y jurisprudencia en estos casos.

9. Por último, la recurrente alega la vulneración del
derecho a la presunción de inocencia (art. 24.2 CE), ya
que, en su criterio, la Sentencia de la Audiencia Provincial
no motivó la desestimación de idéntico motivo alegado
en apelación, no existió prueba de cargo suficiente para
condenarla y los mismos indicios que se consideraron
suficientes en su caso fueron considerados insuficientes
para condenar a otra acusada.

Hemos afirmado en numerosas ocasiones que el dere-
cho a la presunción de inocencia comporta el derecho
a no ser condenado sin pruebas de cargo válidas, de
modo que toda Sentencia condenatoria debe expresar
las pruebas en las que sustenta la declaración de res-
ponsabilidad penal, dichas pruebas han de haber sido
obtenidas con las garantías constitucionales, haberse
practicado normalmente en el juicio oral y haberse valo-
rado y motivado por los Tribunales con sometimiento
a las reglas de la lógica y la experiencia, de modo que
pueda afirmarse que la declaración de culpabilidad ha
quedado establecida más allá de toda duda razonable
(SSTC 174/1985, de 17 de septiembre, FJ 2; 81/1998,
de 2 de abril, FJ 3; 111/1999, de 14 de junio, FJ 2;
124/2001, de 4 de junio, FJ 9 y ss.). Igualmente hemos
declarado que es constitucionalmente legítimo sustentar
la responsabilidad penal en prueba indiciaria, aunque
en este caso las exigencias de motivación cobran mayor
rigor, dado que han de expresarse las pruebas de las
que derivan los hechos indiciarios, que han de estar ple-
namente probados, y las inferencias que unen éstos con
los presupuestos fácticos del delito o con la declaración
de su realización por el condenado (por todas SSTC
174/1985, de 17 de diciembre, FJ 2; y 124/2001, de
4 de junio, FJ 11). Por último, ha de tenerse en cuenta
que la existencia de indicios puede no ser suficiente
para destruir la presunción de inocencia cuando no pue-
de establecerse un engarce suficiente entre los indicios
y el hecho que ha de ser probado conforme a las reglas
de la lógica y la experiencia; así, cuando el hecho base
excluye el hecho consecuencia, o cuando del hecho base
no se infiere de forma inequívoca la conclusión, de modo
que la inferencia sea tan abierta o débil que dé pie para
albergar tal pluralidad de conclusiones que ninguna pue-
da darse por probada (SSTC 189/1998, de 29 de sep-
tiembre, FJ 2; y 124/2001, de 4 de junio, FJ 12).

En aplicación de la doctrina expuesta ha de deses-
timarse la pretensión, aunque ciertamente sea reprocha-
ble la técnica de motivación por remisión utilizada por

la Audiencia Provincial al resolver el motivo referido al
error en la apreciación de las pruebas y al derecho a
la presunción de inocencia, pues la inferencia realizada
por el Juzgado de lo Penal no puede considerarse ilógica
o excesivamente abierta, sin perjuicio de que pudieran
establecerse otras hipótesis en cuya razonabilidad no
puede entrar este Tribunal. En efecto, el Juzgado de
lo Penal señala como indicios de los que infiere la inter-
vención de la demandante de amparo en la creación
de la trama defraudatoria, haber hallado en su domicilio
en el registro un cupón del minusválido y facturas de
uno de los teléfonos, ser la titular del teléfono móvil
núm. 908553962 al que se desviaron doscientas treinta
llamadas de los teléfonos núms. 434860 y 430293,
y ser usuaria del mismo según declaración de su esposo,
ser la titular de dos vehículos adaptados para minus-
válidos utilizados por su esposo en desplazamientos rela-
cionados con la organización y que, conforme declaró
un testigo, acompañó en múltiples ocasiones a su esposo
al local sede de la Asociación del Minusválido, aunque
ella lo negó. Este conjunto de indicios puede unirse, con-
forme a las reglas de la lógica y la experiencia, con la
intervención de la demandante de amparo en la trama,
sin que la conexión pueda considerarse excesivamente
abierta.

Por último, hemos de subrayar que en el marco de
la lesión del derecho a la presunción de inocencia no
compete a este Tribunal comparar las pruebas que sus-
tentan las declaraciones de culpabilidad o inocencia de
los acusados de un mismo proceso, por cuanto este
Tribunal sólo puede examinar si la condena del —o de
la— recurrente de amparo se fundamenta en pruebas
de cargo de las que quepa inferir de forma no irrazonable
su culpabilidad.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar la presente demanda de amparo.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinte de mayo de dos mil dos.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Fernando Garrido Falla.—María Emilia Casas Baa-
monde.—Javier Delgado Barrio.—Firmado y rubricado.

11899 Sala Segunda. Sentencia 124/2002, de 20
de mayo de 2002. Recurso de amparo
4834-2000. Promovido por don Juan S. M.
y doña Josefa R. G. frente al Auto de la Audien-
cia Provincial de Sevilla que denegó su per-
sonación en un litigio entre la madre biológica
de unos menores y la Junta de Andalucía.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (acceso al proceso): personación de
los acogedores preadoptivos de menores en
un procedimiento sobre desamparo y acogi-
miento familiar.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
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y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4834-2000, promovido
por don Juan S. M. y doña Josefa R. G., representados
por la Procuradora de los Tribunales doña María Rodrí-
guez Puyol y asistidos por la Letrada doña Mar Arredondo
Sánchez, contra el Auto de la Sección Sexta de la Audien-
cia Provincial de Sevilla, de 5 de junio de 2000, por
el que se denegó la personación de los demandantes
de amparo en el rollo de apelación núm. 3044/99, dima-
nante de los autos acumulados de oposición al desam-
paro núm. 408/97 y de acogimiento familiar núm.
878/97, procedentes del Juzgado de Primera Instancia
núm. 7 de Sevilla, y contra el Auto de 11 de julio de
2000, por el que se inadmitió a trámite el recurso de
súplica interpuesto contra el Auto de 5 de junio de 2000.
Han comparecido y formulado alegaciones doña Carmen
F. F., representada por la Procuradora de los Tribunales
doña Salomé Rosa Chuwa y asistida por la Letrada doña
Virginia Massegosa Simón, la Junta de Andalucía, repre-
sentada por la Letrada doña María del Amor Albert
Muñoz, y el Ministerio Fiscal. Ha actuado como Ponente
el Magistrado don Vicente Conde Martín de Hijas, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 8 de septiembre de 2000
doña María Rodríguez Puyol, Procuradora de los Tribu-
nales, en nombre y representación de don Juan S. M.
y doña Josefa R. G., interpuso recurso de amparo contra
las resoluciones judiciales a las que se ha hecho mención
en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. En la demanda de amparo se recoge la relación
de antecedentes fácticos que a continuación sucinta-
mente se extracta:

a) Por Resolución de la Consejería de Asuntos Socia-
les de la Junta de Andalucía de 12 de noviembre de
1996 se declaró en situación de desamparo a dos meno-
res hermanos, quienes hasta entonces se encontraban
viviendo con su madre biológica, doña Carmen F. F.,
y se acordó su ingreso en un centro de acogida.

b) Por Resolución de la Consejería de Asuntos Socia-
les de la Junta de Andalucía de 2 de junio de 1997
se ratificó la situación de desamparo de los menores,
y se acordó la constitución de un acogimiento familiar
preadoptivo, siendo designados a tales efectos como
acogedores los ahora demandantes de amparo, a quie-
nes se les hizo entrega de los menores en esas mismas
fechas.

c) El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla
dictó Sentencia, de fecha 8 de septiembre de 1998,
en los autos acumulados de oposición al desamparo
núm. 408/97 y de acogimiento familiar núm. 878/97,
en la que declaró no haber lugar a la oposición al desam-
paro, formulada por la madre biológica de los dos meno-
res, ratificando la situación legal de desamparo, y acordó
la constitución del acogimiento familiar preadoptivo en
las personas de los ahora demandantes de amparo.

d) En el mes de marzo del año 2000 los deman-
dantes de amparo tuvieron conocimiento de que el pro-
cedimiento de oposición al desamparo no había aún con-
cluido, pues se estaba tramitando un recurso de ape-
lación contra la Sentencia del Juzgado de Primera Ins-
tancia, circunstancia que hasta entonces ignoraban.

Dicho conocimiento fue consecuencia de la citación
que la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla
realizó en el rollo de apelación núm. 3044/99 a los
dos menores para su exploración, siendo en ese momen-
to cuando la Delegación de Asuntos Sociales de la Junta
de Andalucía les comunicó a los demandantes de ampa-
ro que ante aquella Sección se estaba tramitando el
mencionado recurso de apelación.

e) Los demandantes de amparo en fecha 10 de abril
de 2000 presentaron escrito de personación en los autos
acumulados de oposición al desamparo y de acogimien-
to, para ser parte en el procedimiento y defender los
intereses de los menores, que, en definitiva, eran los
suyos propios desde que les fueron entregados el día
2 de junio de 1997.

f) La Sección Sexta de la Audiencia Provincial de
Sevilla por Auto de 5 de junio de 2000 desestimó la
pretensión de los demandantes de amparo de ser parte
en el expediente.

g) Los demandantes de amparo interpusieron recur-
so de súplica contra el anterior Auto, que fue inadmitido
a trámite por Auto de 11 de julio de 2000, al entender
la Sección que no procedía su tramitación, puesto que
anteriormente no había sido admitida su personación
en el expediente.

h) La Sección Sexta de la Audiencia Provincial de
Sevilla dictó Sentencia en fecha 12 de junio de 2000,
en la que estimó el recurso de apelación interpuesto
por doña Carmen F. F., y en consecuencia declaró la
inexistencia de la situación legal de desamparo, dejó
sin efecto el acogimiento familiar preadoptivo constitui-
do a favor de los demandantes de amparo, y ordenó
que los menores fueran devueltos y colocados bajo la
guardia y custodia de su madre biológica, recuperando
ésta así su patria potestad, lo que se debería de llevar
a cabo de inmediato.

3. En cuanto a la fundamentación jurídica de la
demanda de amparo se invoca en ésta, frente a las reso-
luciones judiciales impugnadas, la vulneración del dere-
cho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

a) Al Auto de 5 de junio de 2000 se le imputa la
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, en
su vertiente de derecho de acceso a la jurisdicción, al
haber denegado a los recurrentes en amparo su per-
sonación en el proceso a quo, analizándose en la deman-
da cada uno de los tres motivos en los que la Audiencia
Provincial basó su decisión.

Por lo que al primero de ellos se refiere, que radica
en la fase del procedimiento en la que se solicitó la
personación, la representación procesal de los deman-
dantes de amparo, tras aludir a los conceptos de parte
procesal y de tercero, y afirmar que aquéllos, en tanto
que padres acogedores en régimen de preadopción, tie-
nen interés en el procedimiento, y que algún derecho
les debe de corresponder, considera que el órgano judi-
cial ha incurrido en una apreciación errónea, dimanante
de la confusión de dos conceptos distintos, por un lado,
el aspecto formal de las fases procedimentales en que
se vertebra una causa y, por otro, el fundamento legal
del interés legítimo. Asevera en este sentido que el Juz-
gador viene obligado a escuchar, y permitir el acceso
del justiciable en el procedimiento en el momento en
que tenga conocimiento, incluso de oficio, de que se
juzga una cuestión que afecta de forma directa o indi-
recta a sus intereses.

En cuanto al segundo motivo, en el que la Audiencia
Provincial denegó la personación de los demandantes
de amparo al entender que los intereses de los menores
se encontraban atendidos por el Ministerio Fiscal y por
la Administración, se afirma en la demanda que, si bien
tal apreciación es cierta, ello no quiere decir que dichos
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intereses se encuentran atendidos con carácter exclusivo
y excluyente por el Ministerio Fiscal y la Administración.

La solicitud de personación se fundamenta en el
hecho de que la misma puede redundar y beneficiar
lo que constituye el centro de gravedad de la Ley
1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del
menor, de modificación parcial del Código civil y de la
Ley de enjuiciamiento civil, que no es otro que «el interés
superior de los menores». Esta Ley pretende que la socie-
dad adopte una nueva mentalidad ante el menor y sus
indeclinables derechos, y se obsesiona por evitarle tanto
las situaciones arriesgadas como las de desamparo, de
ahí la regulación de la figura de acogimiento, que intro-
dujo la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, por la que
se modifican determinados artículos del Código civil y
de la Ley de enjuiciamiento civil en materia de adopción.
De modo que la Sala, para tomar una decisión com-
pletamente ajustada a Derecho, tenía que oír a todas
las partes implicadas y relacionadas en el asunto. En
concreto, para la instrucción y el enjuiciamiento de la
litis, la Sala debió tener en cuenta el hecho fundamental,
del cual no ha tenido conocimiento, «de que los menores
se encontraban plenamente integrados en una familia».
El conocimiento de tal circunstancia es fundamental, y
su omisión coloca a los demandantes de amparo en
una situación de total indefensión y desprotección, si
no se les permite ser parte en el procedimiento.

Respecto al tercer y último motivo, la reserva y con-
fidencialidad que la Ley establece en relación con este
tipo de procedimiento, se afirma en la demanda de ampa-
ro que la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, ha previsto
en su Disposición adicional primera el mecanismo de
la reserva de actuaciones, lo que significa que las per-
sonas que intervengan en la tramitación de estos pro-
cedimientos, tanto en vía administrativa como judicial,
no podrán facilitar ningún tipo de información sobre el
nombre y circunstancias de las personas que reciben
a los menores, eliminando datos personales de los padres
acogedores tanto en el escrito como en el poder, de
modo que, manteniéndose éstos en sobre cerrado, que-
daría resuelta dicha confidencialidad.

b) A continuación se argumenta en la demanda de
amparo sobre la legitimación de los padres acogedores
preadoptivos para ser parte en un procedimiento, en
el que se tramitan conjuntamente un expediente de opo-
sición al desamparo de unos menores y un expediente
de acogimiento preadoptivo de los mismos.

Se trata de un expediente de jurisdicción voluntaria,
en el que no hay partes, sino sujetos afectados por las
medidas o interesados. Es evidente que los menores tie-
nen un interés legítimo en el procedimiento, y que, por
lo tanto, en aplicación del art. 1813 LEC de 1881, pue-
den comparecer los acogedores preadoptivos en el expe-
diente, y formular las manifestaciones que tengan por
conveniente, aportar documentos, informaciones o jus-
tificantes. Pueden informar de la perfecta integración
de los menores en su vida familiar, así como poner de
manifiesto los perjuicios que podría causarles la desa-
parición del acogimiento. También pueden proponer
como pruebas que se realicen informes psicológicos por
parte del equipo técnico del Juzgado acerca de cómo
ha transcurrido la vida de los menores durante los tres
años que ha durado el acogimiento. Actuaciones que
no se han realizado en este caso, no habiendo tenido
ocasión la Sala de conocer tales circunstancias, al no
permitir la personación de los demandantes de amparo.

Dichos demandantes son los actuales guardadores
de hecho de los dos menores. En este sentido se afirma
en la demanda de amparo que es pacífico en la doctrina
y en la jurisprudencia que, tanto la tutela llamada plena
o perfecta, como la denominada tutela o guardia de
hecho, son en mayor o menor medida tutela, y participan
de las características de la tutela en general: una formal

y otra informal. La informal, además de efectivamente
ejercida, es la guarda de hecho, lo que se viene en llamar
«tutela asumida de hecho sin guardar las formalidades
legales». Lo relevante a efectos jurídicos es el efectivo
ejercicio de la guarda desde el mismo momento en que
se de la situación de guarda de hecho y hasta que ésta
cesa, pues de lo que se trata fundamentalmente es de
proteger, lo más inmediatamente posible, al menor des-
valido, siendo tal protección un interés prevalente, en
función del cual se arbitran todas las funciones tuitivas,
incluida la guarda de hecho.

El art. 304 CC dispone que «los actos realizados por
el guardador de hecho en interés del menor o presunto
incapaz no podrán ser impugnados si redundan en su
utilidad». Este precepto no distingue entre actos relativos
a la persona y actos relativos a los bienes del tutelado,
ni entre actos meramente conservativos y los demás
actos posibles. Por consiguiente se ha de entender que
el guardador de hecho puede, y debe, realizar actos sobre
la persona guardada. Este deber específico no es otro
que el de velar por aquélla, y en ello se manifiesta la
naturaleza subrogada de la patria potestad, que carac-
teriza a la tutela, que el Código civil califica en relación
con la tutela de obligación, y se encuentra sometida
a un control y supervisión judicial más rigurosos.

El primero de los límites a la actuación del guardador
de hecho en la esfera personal es la intervención del
propio menor en las decisiones que le afecten, bien por
el camino del derecho de intervención, bien mediante
el ejercicio por el mismo de las parcelas de autonomía
que le permita la propia Ley, bien, por último, mediante
la necesaria intervención de la autoridad judicial. Pre-
cisamente por ello los actos que, con base en las obli-
gaciones y derechos antes citados, realiza el guardador
de hecho en relación con la esfera personal del guardado,
han de ser susceptibles de impugnación, han de tener,
en principio, una eficacia claudicante, y han de poder
ser anulados, independientemente de lo que el Juez pue-
da establecer sobre la pauta del art. 303 CC llegado
el caso. El art. 304 CC hay que entenderlo referido tam-
bién a los actos de la persona, y no sólo a los bienes
del guardado.

En esta línea argumental los recurrentes en amparo
entienden que la STC 113/1997, de 3 de enero, cuyo
fundamento jurídico 6 se reproduce en la demanda de
amparo, ha de ser interpretada, de forma inequívoca,
en el sentido de que el Tribunal Constitucional reconoce
que los guardadores de hecho, si no titulares de derechos
subjetivos, sí son portadores de intereses legítimos res-
pecto al menor guardado, así como que, dada la extraor-
dinaria importancia que revisten los intereses y derechos
en juego, no son de aplicación en estos supuestos, al
tratarse de menores, ni la preclusividad procesal, ni la
excesiva rigurosidad de las normas procesales.

Así pues, los demandantes de amparo entienden que
son titulares de un interés legítimo, interés que la juris-
prudencia del Tribunal Supremo define, diciendo que
«consiste en el que tienen determinadas personas por
la situación objetiva en que se encuentran, por una cir-
cunstancia de carácter personal o por ser destinatarias
de una regulación determinada de tal manera que tal
interés alcanza a todo interés moral o material que pueda
resultar beneficiado por la estimación de la pretensión
ejercitada, sin necesidad de que sea personal o directo
según doctrina de este Tribunal y del Tribunal Cons-
titucional que ha venido reiterando que el concepto de
interés legítimo es más amplio que el de interés personal
y directo» (STS, Sala Tercera, de 18 de febrero de 1997).

Por su parte, el art. 9 de la Ley 1/1996, de 15 de
enero, establece el derecho del menor a ser oído, tanto
en el ámbito familiar, como en cualquier procedimiento
administrativo o judicial en el que esté directamente
implicado, y que conduzca a una decisión que afecte
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a su esfera personal, familiar o social. Asimismo el art.
173 CC dispone que el acogimiento familiar produce
la plena participación del menor en la vida familiar, e
impone a quien lo recibe la obligación de velar por él,
tenerlo en su compañía, alimentarlo, educarlo y procu-
rarle una formación integral.

Indudablemente que el Ministerio Fiscal es quien
representa a los menores, pero en virtud del acogimiento
existente mal ejercería su cometido, si los padres aco-
gedores no comparecieran en el procedimiento de
desamparo, vital en el futuro de los niños, a exponer
su conocimiento sobre ellos. El principio rector de este
tipo de procesos es, como se dice en la Sentencia de
19 de febrero de 1988, dejar establecida la necesidad
de que prioritariamente prevalezcan los intereses del
menor, como los más dignos de protección, evitando
que las distintas y enfrentadas argumentaciones jurídicas
puedan postergar, oscurecer o perjudicar las puras situa-
ciones humanas y afectivas que deben informar las rela-
ciones paternofiliales. De ahí que se tengan que examinar
minuciosamente las circunstancias específicas de cada
caso concreto, para poder llegar a una solución estable,
justa y equitativa, especialmente para el menor, cuyos
intereses deben de primar frente a los demás que puedan
entrar en juego, procurando la concordancia e interpre-
tación de las normas jurídicas en la línea de favorecer
al menor.

c) Finalmente los demandantes de amparo imputan
al Auto de 11 de julio de 2000 la vulneración de su
derecho a la tutela judicial efectiva, en su vertiente de
derecho de acceso a los recursos legalmente previstos,
al haber inadmitido, por no ser parte en el expediente,
el recurso de súplica que interpusieron contra el Auto
de 5 de junio de 2000, que denegó su personación
en el proceso a quo.

Concluye la demanda de amparo, suplicando del Tri-
bunal Constitucional que, tras los trámites legales per-
tinentes, dicte Sentencia, en la que se otorgue en el
amparo solicitado, se declare la nulidad de los Autos
de 5 de junio y de 11 de julio de 2000, así como la
de todo lo actuado en el procedimiento a partir del pri-
mero de los mencionados Autos. Mediante otrosí, de
acuerdo con lo previsto en el art. 56.1 LOTC, se interesó
la suspensión de la ejecución de la Sentencia de la Sec-
ción Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla, de 12
de junio de 2000, dado que su inminente ejecución haría
perder la finalidad al recurso de amparo.

4. La Sección Tercera del Tribunal Constitucional
por providencia de 22 de marzo de 2001 acordó dirigir
atentas comunicaciones a la Audiencia Provincial de
Sevilla y al Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de
dicha ciudad, a fin de que, a la mayor brevedad posible,
remitieran, respectivamente, certificación o fotocopia
adverada de las actuaciones correspondientes al rollo
de apelación núm. 3044/99 y a los autos acumulados
núms. 408/97 y 878/97.

La Sección por providencia de 14 de julio de 2001
acordó dar vista de las actuaciones recibidas al Ministerio
Fiscal y a la parte recurrente, por plazo común de diez
días, para que formulasen las alegaciones que estimaren
pertinentes en relación con la posible carencia manifiesta
de contenido constitucional de la demanda de amparo
[art. 50.1 c) LOTC].

Evacuado el trámite de alegaciones conferido, la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional por providencia de
19 de octubre de 2001 acordó admitir a trámite la
demanda de amparo, así como, en aplicación del art.
51 LOTC, obrando ya en la Sala las actuaciones corres-
pondientes al rollo de apelación núm. 3044/99 y a los
autos acumulados núms. 408/97 y 878/97, dirigir aten-
tas comunicaciones a la Sección Sexta de la Audiencia

Provincial de Sevilla, al objeto de poner en su cono-
cimiento la admisión del recurso de amparo, y al Juzgado
de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla, a fin de que,
en plazo que no excediera de diez días, emplazase a
quienes hubieran sido parte en el procedimiento, a excep-
ción de los demandantes de amparo, para que pudieran
comparecer, si lo deseasen, en el plazo de diez días,
en el presente proceso de amparo.

5. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional por
providencia de 29 de octubre de 2001 acordó formar
la oportuna pieza para la tramitación del incidente de
suspensión y, de conformidad con lo dispuesto en el
art. 56 LOTC, conceder un plazo común de tres días
a la parte recurrente y al Ministerio Fiscal, para que ale-
gasen lo que tuvieran por conveniente sobre la suspen-
sión solicitada.

Evacuado el trámite de alegaciones conferido la Sala
Segunda del Tribunal Constitucional, por Auto 21/2002,
de 25 de febrero, acordó no acceder a la suspensión
interesada por los recurrentes en amparo.

6. La Sala Segunda del Tribunal Constitucional por
providencia de 13 de diciembre de 2001 acordó, visto
el contenido del escrito y documentos presentados por
doña Carmen F. F., concederle un plazo de diez días,
para que acreditase haber gozado de asistencia gratuita
en instancia, o haber solicitado la concesión de tal bene-
ficio ante el Servicio de Orientación Jurídica del Colegio
de Abogados de Madrid, debiendo aportar copia de la
solicitud ante este Tribunal, de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 8 del Acuerdo del Pleno del Tribunal
Constitucional de 18 de junio de 1996.

Por diligencia de ordenación de la Secretaría de la
Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 24 de enero
de 2002 se acordó tener por personada y parte en el
procedimiento a la Letrada de la Junta de Andalucía,
en nombre y representación de ésta; remitir los escritos
presentados por doña Carmen F. F. al Colegio de Abo-
gados de Madrid, a fin de que, a la mayor brevedad
posible, comunicase el Abogado y Procurador del turno
de oficio que le designasen; así como, en fin, librar atenta
comunicación al Juzgado de Primera Instancia núm. 7
de Sevilla, para que, a la mayor brevedad posible, remi-
tiese certificación o fotocopia adverada de las actua-
ciones practicadas en los autos núms. 408/97
y 878/97, a partir de la providencia de 23 de mayo
de 2001.

Por nueva diligencia de ordenación de la Secretaría
de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 15
de febrero de 2002 se acordó tener por designados
por el turno de oficio para llevar la representación y
defensa de doña Carmen F. F. a la Procuradora de los
Tribunales doña Salomé Rosa Chuwa, y como Letrada
a doña Virginia Massegosa Simón, haciéndoles saber
tal designación, y haciendo entrega a la citada Procu-
radora de copia de la demanda de amparo, para que
la pasase a estudio de la indicada Letrada; así como,
de conformidad con lo dispuesto en el art. 52.1 LOTC,
dar vista de las actuaciones recibidas a todas las partes
personadas y al Ministerio Fiscal, por plazo común de
veinte días, para que formulasen las alegaciones que
tuvieran por convenientes.

7. La representación procesal de doña Carmen F. F.
evacuó el trámite de alegaciones conferido mediante
escrito presentado en el Registro General de este Tri-
bunal el día 14 de marzo de 2002, que, en lo sustancial,
a continuación se extracta:

Entiende que ningún interés legítimo ha resultado
proscrito en el recurso de apelación como consecuencia
de las resoluciones judiciales impugnadas, ya que el inte-
rés de los menores se salvaguarda perfectamente por
la actuación del Ministerio Fiscal y de la propia Admi-
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nistración, sin que sea digno de tener en cuenta, al tra-
tarse de un interés menor, secundario y en todo caso
subsiguiente, el interés de los hipotéticos adoptantes.
En este sentido resalta que la resolución sobre la exis-
tencia o no de desamparo de los menores es previa
a la posibilidad de acogimiento, preadopción o adopción,
de modo que ha de decidirse independiente y prima-
riamente la cuestión del desamparo, en la que sólo están
implicados los menores, defendidos por los titulares de
la patria potestad, en este caso, el Ministerio Fiscal, el
Estado o la Administración autonómica correspondiente
y la persona a quien se responsabiliza del desamparo
de los menores, es decir, la madre biológica, sin que
quepa introducir en la relación procesal a terceros, cuyo
interés consiste en consolidar su expectativa de adop-
ción.

Tras afirmar que los demandantes de amparo carecen
de legitimación ad causam, ya que defienden sus propios
intereses o expectativas de adopción, pero no los inte-
reses de los menores, ordena por su importancia los
diversos intereses concurrentes en este asunto. El pri-
mero y mayor interés es el bienestar de los menores,
para lo que previamente debe determinarse si se halla-
ban o no en estado de abandono por sus progenitores;
el segundo interés en importancia estriba en determinar
si efectivamente la madre biológica incumplía sus obli-
gaciones con los menores, para colegir, en su caso, una
privación de derechos a la misma; en tercer lugar se
encontraría el derecho del Estado o la Administración
en intervenir en la situación, adoptando o no medidas
que redunden en beneficio de los menores; y, por último,
en cuarto lugar, se situaría el interés de los terceros,
padres preadoptivos, en consolidar su expectativa de
adopción, tratándose de un interés tan general y pos-
terior a los precedentes, que exige previamente deter-
minar lo procedente sobre los tres anteriores que lo
condicionan.

No se trata, por lo tanto, de dar la posibilidad en
el procedimiento de defender prioritariamente este últi-
mo interés, sino precisamente de clarificar si se dan o
no las circunstancias que posibilitan la expectativa de
quienes están dispuestos a interesarse en el asunto. En
otras palabras, si no existe una situación previa de
desamparo, como se ha determinado que no existió en
este caso, ninguna expectativa se genera sobre adopción
y acogimiento, y, en consecuencia, ningún interés pue-
den tener los terceros en intervenir en el procedimiento,
que trata de determinar la existencia o no del desamparo.
De modo que hay que concluir que los demandantes
de amparo sostienen artificialmente su legitimación ad
causam, ya que, aun cuando exista una decisión admi-
nistrativa sobre acogimiento, lo que ha decidido el Tri-
bunal de apelación es que dicho acuerdo administrativo
no se ajusta a la legalidad, dado que los menores se
entregaron en acogimiento arbitrariamente, no pudiendo
sustentarse ninguna pretensión con base en ese acto
arbitrario.

La doctrina ha venido exigiendo, para que pueda
detentarse un legitimación ad causam, la existencia de
un verdadero interés legalmente protegido, que no tienen
los demandantes de amparo en adoptar a los menores
hasta que quede claro y patente que esos menores pue-
den ser adoptados. Si en el procedimiento en el que
tratan de personarse la pretensión de la madre biológica
consiste en que se declare la inexistencia de desamparo
de los menores, es evidente que los interesados son
los propios menores representados por el Ministerio Fis-
cal, la madre biológica y, en su caso, la Administración
correspondiente, pero difícilmente puede sostenerse que
haya otros terceros interesados en la cuestión.

En la hipótesis de que se hubiera admitido la per-
sonación de los demandantes de amparo se hubieran
violado, en primer lugar, los intereses superiores de reser-

va y confidencialidad afectantes a los menores y a la
madre biológica; y, en segundo lugar, en nada hubiera
afectado a la decisión que en apelación adoptó la Audien-
cia Provincial, pues fueron respetados todos los intereses
dignos de protección, de modo que con la personación
intentada se pretende dilatar y enrevesar la situación
en la que se hallan inmersos los menores y la madre
biológica.

En definitiva, el objeto del recurso de apelación es
la existencia o no de desamparo de los menores, y res-
pecto a dicho objeto ninguna relación tienen los deman-
dantes de amparo, por lo que no pueden justificar, como
así lo entendió la Sala, su intervención en el litigio, care-
ciendo, por ello, de toda aptitud específica para intervenir
en la litis, la cual ostentan, por el contrario, el Ministerio
Fiscal, la Administración y la madre biológica. Una vez
resuelta la cuestión sobre la existencia o no de desam-
paro de los menores, es precisamente cuando se abre
o no la posibilidad de plantear otros intereses, como
el acogimiento, pero no puede afirmarse que antes o
durante el litigio sobre desamparo surjan o puedan sus-
citarse otros intereses. El pronunciamiento sobre la exis-
tencia o no de desamparo de los menores supone el
enjuiciamiento de los comportamientos, actuaciones,
rasgos personales y familiares de los padres, en este
caso de la madre, actividad procesal que exige, junto
a la mayor meticulosidad y rigor, reserva y respeto a
la esfera íntima de las personas implicadas, lo que resul-
taría alterado en su esencia si se permitiera el acceso
al procedimiento como parte a todos aquéllos que ale-
garan haberse relacionado de algún modo con los meno-
res o con los padres biológicos, permitiéndoles aportar
versiones personalizadas que en nada ayudan al Juz-
gador. Así pues los demandantes de amparo, en cuanto
titulares de una expectativa de adopción, carecen de
acción, razón y derecho para personarse en el proce-
dimiento sobre la previa existencia de desamparo de
los menores.

Concluye el escrito solicitando del Tribunal Consti-
tucional que dicte Sentencia desestimatoria del recurso
de amparo con expresa imposición de costas a la parte
demandante.

8. La representación procesal de los demandantes
de amparo evacuó el trámite de alegaciones conferido
mediante escrito presentado en el Juzgado de guardia
el día 14 de marzo de 2002, registrado en este Tribunal
al día siguiente, en el que de forma sucinta reproduce
las efectuadas en el escrito de demanda.

9. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de ale-
gaciones en fecha 15 de marzo de 2002, interesando
del Tribunal Constitucional que dicte Sentencia otorgan-
do el amparo solicitado.

a) Tras reproducir la doctrina recogida en la STC
311/2000, de 18 de diciembre, sobre la legitimación
para comparecer en el proceso y el derecho a la tutela
judicial efectiva (FJ 3), el Ministerio Fiscal manifiesta
que la legitimación que los demandantes de amparo pre-
tenden en el procedimiento a quo depende de la relación
que tengan con el objeto del proceso, de modo que
la respuesta a la cuestión planteada no puede ser unívoca
para todos los casos de acogimiento, sino que habrá
que atender, caso por caso, a la clase de acogimiento
y a la posición de los acogedores, tanto en dicho negocio
jurídico, como en el proceso para su constitución.

Es indudable que el acogimiento en nuestro Orde-
namiento, después de las reformas llevadas a cabo por
la Ley 21/1987, de 11 de noviembre, y por la Ley Orgá-
nica 1/1996, de 15 de enero, es un negocio jurídico
perteneciente al Derecho de familia, de carácter personal
y temporal, que las entidades competentes en materia
de protección infantil en cada Comunidad Autónoma pro-
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ponen celebrar a los acogedores y a los progenitores
de los acogidos, para que aquéllos, con o sin contra-
prestación económica, reciban en su casa a un niño,
y lo cuiden como si de un hijo se tratara durante el
tiempo en el que el negocio se mantiene vigente. Así
resulta del art. 173 CC, precepto en el que se imponen
a los acogedores los deberes de velar por el acogido,
tenerlo en su compañía, alimentarlo, educarlo y procurar
para él una formación integral, sin que por ello el acogido
pierda su status familiae.

La situación jurídica de los acogedores depende de
la clase de acogimiento que se constituya, aunque sea
necesario reconocerles a todos el status de, al menos,
guardadores de los niños acogidos, para que puedan
cumplir los deberes que asumen. En nuestra legislación
se distingue, además de un acogimiento provisional, pre-
visto con carácter cautelar mientras se formaliza judi-
cialmente la clase de acogimiento que se constituya en
cada caso (art. 173.3 CC), entre acogimiento residencial
y acogimiento familiar (art. 172.3 CC) y dentro del aco-
gimiento familiar entre acogimiento simple, permanente
y preadoptivo (art. 173 bis CC).

El acogimiento familiar simple está previsto que se
constituya mientras que se produce la reinserción del
acogido en su familia de origen; el acogimiento familiar
permanente se constituye cuando, siendo imposible la
reinserción familiar del acogido, tampoco es considerado
susceptible de ser adoptado; finalmente, el acogimiento
familiar preadoptivo se constituye con carácter previo
a la adopción, bien como medida cautelar, que regulariza
jurídicamente la situación entre el niño y su familia sus-
tituta mientras se tramita la adopción, bien porque, sien-
do susceptible de adopción el niño y los acogedores
idóneos para ser adoptantes, se considere necesario
establecer un período de acoplamiento entre acogedores
y acogidos previo a la formalización de la propuesta de
adopción.

Los acogedores preadoptivos, por tanto, gozan de
un status jurídico reforzado con respecto a los demás
acogedores en general, ya que, además de ser, al menos,
guardadores del acogido, tienen una expectativa de con-
vertirse, jurídicamente hablando, en padres del mismo,
por lo que su situación no puede ser desconocida por
el Ordenamiento jurídico, debiendo reconocérseles la
posibilidad de tener acceso a los procesos judiciales que
puedan afectar a la situación personal de los acogidos,
y no solamente por la información que sobre los niños
puedan aportar para constituir su familia, como alegan
los demandantes de amparo, sino para defender la
expectativa que tienen de convertirse en padres adop-
tivos del acogido.

b) En el caso ahora enjuiciado se decidió en primera
instancia acumular los procesos en los que se ventilaban,
respectivamente, la oposición de la madre biológica a
la declaración de desamparo y la formalización judicial
del acogimiento preadoptivo, sin que las personas pro-
puestas como acogedores tuvieran la posibilidad de inter-
venir en el proceso, ya que no consta que tuvieran noticia
de la tramitación, pues, aunque el Juzgado que inicial-
mente conoció de la pretensión de constituir judicial-
mente el acogimiento preadoptivo acordó su citación
para ser oídos y señaló fecha para la práctica de esta
diligencia, fue suspendida el mismo día que estaba pre-
vista su realización, pudiendo afirmarse, incluso, que no
se llegaron a librar las cédulas de citación correspon-
dientes, ya que sus copias no aparecen unidas a las
actuaciones.

Es indudable, en opinión del Ministerio Fiscal, que
los acogedores preadoptivos del niño, cuya custodia les
ha sido confiada en virtud de una resolución adminis-
trativa que declara su desamparo, tiene derecho a ser
oídos en un proceso, en el que, al mismo tiempo, se
va a decidir sobre la formalización judicial de dicho aco-

gimiento y sobre la oposición a la declaración de la situa-
ción de desamparo en cuya virtud se constituyó. Así
resulta del art. 1828 LEC de 1881, de modo que si
la propia configuración legal del proceso de constitución
de cualquier clase de acogimiento establece que es pre-
ceptivo oír a las personas propuestas como acogedoras,
resulta innegable que desde la perspectiva constitucional
tal derecho no le puede ser negado, por formar parte
del contenido del derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE).

Incluso, aun en el caso de que constituyera objeto
del proceso exclusivamente la oposición a la declaración
de situación de desamparo, los acogedores preadoptivos
también tendrían derecho a intervenir en el proceso,
siempre que el niño del que sean acogedores hubiese
sido declarado previamente en situación de desamparo,
y a raíz de tal declaración se hubiese acordado como
medida de protección la constitución del acogimiento.
El fundamento de la necesidad de tal intervención no
radica en la posibilidad de poder aportar datos relativos
a los acogidos, que pudieran ser decisivos para la reso-
lución final a adoptar, ya que los mismos podrían ser
introducidos en el proceso por otros medios de prueba,
sino en que los acogedores mismos tienen una expec-
tativa jurídica de convertirse en padres del niño, cuya
adopción exige que se les permita defenderla en los
procesos en los que la misma se esté discutiendo.

c) Sentado cuanto antecede, el Ministerio Fiscal
entiende que las razones esgrimidas en el Auto de la
Audiencia Provincial en el que se denegó la personación
de los demandantes de amparo no cumple los cánones
establecidos por una reiterada doctrina de este Tribunal
respecto a las decisiones judiciales que impiden el acce-
so al proceso. En este sentido señala que, ni el hecho
de que cuando se pretendieron personar el proceso se
encontrase en fase de apelación, ni el hecho de que
los acogidos contasen con representación legal en el
proceso, ni, en fin, la confidencialidad con la que deben
tramitarse tales procesos respecto a los acogedores, son
razones suficientes para impedir que los demandantes
de amparo intervengan en el proceso.

En efecto, el escrito de personación se presentó dos
meses antes de que se dictara la Sentencia de apelación,
por lo que nada se oponía a aceptar la personación de
los recurrentes en amparo y a que formularan su pre-
tensión, de la que se pudo dar traslado a las demás
partes, para que la conocieran, y adoptaran frente a la
misma la postura que estimasen procedente. Asimismo
la confidencialidad sobre los acogedores no es incom-
patible con su intervención en el proceso, reservando
u ocultando su identidad. Finalmente la intervención de
los demandantes de amparo en el proceso debe con-
cederse, no para defender los derechos de los acogidos,
sino, sobre todo, para defender su condición de aco-
gedores preadoptivos.

10. La Letrada de la Junta de Andalucía evacuó
el trámite de alegaciones conferido mediante escrito pre-
sentado el día 27 de marzo de 2002, que, en lo sus-
tancial, a continuación se extracta:

Los recurrentes en amparo, en su opinión, han pade-
cido una doble vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 CE). De un lado, al haberles denegado
el Auto de 5 de julio de 2000 legitimación para ser
parte en el proceso, pese a ostentar un interés legítimo
respecto a la resolución que en su día recayera en el
mismo, y cuyos efectos indudablemente les alcanza,
como se evidencia ahora en la fase de ejecución de
la Sentencia dictada por la Audiencia Provincial. De otro
lado, al haberse inadmitido por el Auto de 11 de julio
de 2000 el recurso de súplica que interpusieron contra
el anterior Auto, lo que les ha supuesto una privación
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de acceso al sistema de recursos al margen de las causas
tasadas por el legislador, causándoles con ello una evi-
dente indefensión.

Ciertamente una y otra vulneración son inseparables,
y en este sentido entre ambas causan una única lesión
a los demandantes de amparo, que no es otra, que la
de privarles del acceso a los Tribunales en defensa de
un interés legítimo que ostentan. En este sentido la Letra-
da de la Junta de Andalucía entiende que no es de recibo
la primera afirmación en la que se basa el Auto de 5
de julio de 2000 para denegar la personación a los
recurrentes en amparo, y que estriba en la fase del pro-
ceso en la que la solicitaron, ya que ningún precepto
legal vincula la legitimación para ser parte en el proceso
con el momento procesal en el que éste se encuentre,
de modo que la comparecencia en un momento o fase
posterior podrá tener para la parte que la pretenda sus
efectos en orden a las actuaciones que pueda practicar,
pero en modo alguna le priva de su legitimación. Asi-
mismo considera que el argumento relativo a la con-
fidencialidad de los datos del proceso respecto a los
acogedores es una afirmación carente de fundamento,
pues la personación a través de profesionales técnicos,
Abogado y Procurador, permitiría perfectamente man-
tener la reserva y confidencialidad, sin merma de los
derechos de la parte a estar presente en un procedi-
miento, en el que, sin duda, la resolución que recaiga
le alcanzará directamente en sus efectos. Además este
reparo se ha revelado innecesario en los presentes autos,
en los que la ejecución de la Sentencia dictada por la
Audiencia Provincial ha hecho imprescindible, no sólo
desvelar los datos de los acogedores, sino integrar a
éstos, necesariamente, en la propia ejecución. Finalmen-
te, si bien es cierto que el interés de los menores se
encuentra defendido por el Ministerio Fiscal y por la
Administración, no lo es menos, sin embargo, que no
tiene por qué serlo con carácter exclusivo y excluyente,
máxime, como acontece en este caso, ante procesos
en los que el respeto y protección al superior interés
del menor se erige en principio inspirador y fundamental
del proceso. En este supuesto cobra especial relevancia
para la valoración de los intereses de los menores el
hecho de que llevaban insertos en una familia desde
el año 1997, de modo que el «interés de los menores
en continuar con los acogedores es el envés que tienen
éstos, los acogedores, en permanecer con aquéllos».

En conclusión, existe un interés propio de los aco-
gedores íntimamente ligado con el de los menores, que
no está directamente representado por el Ministerio Fis-
cal, máxime si, como es el caso, en la fase de ejecución
ha sido admitida su personación, hasta el punto de que
resultan imprescindibles para ejecutar la decisión de la
Audiencia Provincial, por lo que, si existe una obligación
-los acogedores deben colaborar inexorablemente en la
ejecución de la resolución judicial-, también debe existir
un derecho, y éste no es otro que el derecho a ser tenidos
por parte, y ser oídos en el proceso, de indudable eficacia
en su esfera personal y familiar.

Concluye su escrito solicitando del Tribunal Consti-
tucional que dicte Sentencia, en la que se otorgue el
amparo interesado, ordenando la retroacción de las
actuaciones al momento procesal en el que indebida-
mente se denegó la personación de los acogedores.

11. La representación procesal de los demandantes
de amparo mediante escrito registrado en fecha 3 de
mayo de 2002 interesó, de acuerdo con lo previsto en
el art. 57 LOTC, la revocación del ATC 21/2002, de
25 de febrero, por el que se denegó la solicitud de sus-
pensión de las resoluciones judiciales impugnadas, al
haber dictado la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Sevilla Auto de fecha 25 de abril de 2002, en el
que se acordó el cumplimiento efectivo y sin dilaciones
de la Sentencia de 12 de junio de 2000, reintegrando
a los menores a su madre biológica.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por pro-
videncia de 9 de mayo de 2002, acordó unir a las actua-
ciones el anterior escrito, y hacer entrega de una copia
del mismo a las partes personadas y al Ministerio Fiscal,
poniéndoles de manifiesto que de forma inmediata se
va a proceder al señalamiento para la deliberación y
votación del presente recurso.

La representación procesal de los demandantes de
amparo, mediante escrito registrado en fecha 9 de mayo
de 2002, reiteró su solicitud de revocación del
ATC 21/2002, de 25 de febrero, y consiguiente sus-
pensión de las resoluciones judiciales impugnadas.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, por nue-
vo proveído de 10 de mayo de 2002, acordó conceder
un plazo común de tres días a las partes personadas
y al Ministerio Fiscal para que, de conformidad con lo
previsto en el art. 57 LOTC, alegasen lo que estimaren
oportuno sobre la suspensión solicitada.

12. El Ministerio Fiscal evacuó el trámite de ale-
gaciones conferido mediante escrito registrado en fecha
16 de mayo de 2002, en el que se remite a las for-
muladas con ocasión del trámite del art. 56 LOTC y se
pronuncia, dada la situación de riesgo que se configura
para los menores, a favor de la suspensión de las reso-
luciones judiciales impugnadas, que debe de extenderse
también al Auto de la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial de Sevilla, de 25 de abril de 2002.

13. La representación procesal de doña Carmen F. F.
evacuó el trámite de alegaciones conferido mediante
escrito registrado en fecha 17 de mayo de 2002, en
el que se opone a la suspensión interesada.

Argumenta al respecto que lo primordial es actuar
en interés de los menores, que no se puede confundir
con el de acogedores, habiendo aquéllos manifestado
en la diligencia de exploración efectuada por la Sala
que «si su madre (Carmen) estuviera ya curada les gus-
taría verla y quedarse a vivir con ella». Tales manifes-
taciones, efectuadas después de que los menores lle-
vasen viviendo tres años con los acogedores, demues-
tran palmariamente que la oferta de bienestar material
de éstos no es bastante para suplantar el afecto o romper
la íntima relación de los niños con su madre biológica,
no estando legitimada ninguna autoridad administrativa
o judicial para forzar la separación bajo el pretexto de
superiores intereses que serían de otras personas y no
de los niños.

Además, siendo inminente el señalamiento de la vista
del recurso de amparo, es superfluo un pronunciamiento
sobre la suspensión de la ejecución, conduciendo, en
su caso, la suspensión a frustrar definitivamente el acer-
camiento de los menores a la madre biológica, con los
consiguientes daños psicológicos que se vislumbran en
el Auto de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Sevilla, de 25 de abril de 2002, y a hacer imposible
la devolución de los niños a su madre.

Finalmente, ha de destacarse que todas las actua-
ciones de los acogedores van encaminadas a aprovechar
o ganar tiempo para progresar en su relación con los
menores en detrimento de su madre biológica, no lle-
gándose a comprender que sostengan que se les haya
causado indefensión al no permitirles comparecer y ser
parte en el procedimiento previo a la declaración de
desamparo. La lógica jurídica impone que primero haya
de decidirse sobre la situación de desamparo, proceso
a dilucidar entre los menores, la madre biológica y las
autoridades competentes, y sólo una vez constatada la
situación de desamparo procedería el acogimiento u otra
figura jurídica que viniera a paliar dicha situación.

14. La Letrada de la Junta de Andalucía evacuó
el trámite de alegaciones conferido mediante escrito
registrado en fecha 17 de mayo de 2002, en el que
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interesa que se acuerde la suspensión solicitada por los
recurrentes en amparo.

El Auto de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional
21/2002, de 25 de febrero, por el que se denegó la
suspensión inicialmente solicitada, contiene las bases
para dar respuesta favorable a la nueva solicitud de los
acogedores, ya que ciertamente se ha producido una
circunstancia sobrevenida que aconseja modificar aque-
lla resolución tras haber dictado la Sección Sexta de
la Audiencia Provincial de Sevilla el Auto de 25 de abril
de 2002.

Esta parte, como Administración que debe de velar
por encima de cualquier otra consideración por el interés
preferente de los menores, insiste en que son estos inte-
reses y no otros los que debe de ser tenidos en cuenta
al resolver sobre la suspensión solicitada, quedando el
interés de los menores de momento mejor garantizado
por el mantenimiento y no alteración de su ámbito afec-
tivo y de convivencia actual durante la tramitación del
recurso de amparo. Lo que en modo alguno se contradice
con el interés y la preocupación de esta Administración
porque las resoluciones judiciales sean ejecutadas, si
bien dicho interés, trasunto de la obligación constitu-
cional de cumplir las Sentencias y demás resoluciones
judiciales firmes, ha de conciliarse con el superior interés
de los menores en orden a que la ejecución de dichas
resoluciones se haga de la forma menos perjudicial para
éstos.

15. Por providencia de 16 de mayo de 2002 se
señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 20 de mayo siguiente.

II. Fundamentos jurídicos

1. En la presente demanda de amparo se impugna
el Auto de la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Sevilla de 5 de junio de 2000, que denegó la per-
sonación de los demandantes de amparo, acogedores
en régimen de preadopción de dos menores, en el rollo
de apelación núm. 3044/99, dimanante de los autos
acumulados de oposición al desamparo núm. 408/97
y de acogimiento familiar núm. 878/97, procedentes
del Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla, así
como la del posterior Auto de 11 de julio de 2000,
que inadmitió a trámite, al no haber sido admitida su
personación en el proceso, el recurso de súplica que
aquéllos interpusieron contra el anterior Auto de 5 de
junio de 2000.

Los demandantes de amparo imputan a la primera
de las resoluciones judiciales mencionadas la vulnera-
ción del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1
CE) en su vertiente de derecho de acceso al proceso.
Aducen al respecto, tras rebatir las razones en las que
la Sala fundó su decisión de no admitir su personación,
que en su condición de acogedores preadoptivos de los
dos menores, y por haber convivido con ellos durante
los tres últimos años, son titulares de un interés legítimo
para comparecer en un procedimiento, en el que se tra-
mitan conjuntamente un expediente de oposición a la
declaración de desamparo de dichos menores y un expe-
diente de acogimiento familiar preadoptivo de los mis-
mos, al objeto de formular las manifestaciones que ten-
gan por conveniente, de aportar los documentos e infor-
maciones sobre la perfecta integración de los menores
en su vida familiar, y de poner de manifiesto los perjuicios
que podría causarles la desaparición del acogimiento.
En este sentido argumentan que su solicitud de per-
sonación se fundó en que la misma podía redundar en
beneficio de lo que constituye el centro de gravedad
de la Ley 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica
del menor, que no es otro que el interés superior de
los menores. Los demandantes de amparo también diri-

gen su queja contra el Auto de 11 de julio de 2000,
por el que se inadmitió a trámite el recurso de súplica
que interpusieron contra el Auto de 5 de junio de 2000,
al que reprochan la vulneración del derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de derecho
de acceso a los recursos legalmente previstos, al haber
sido inadmitido dicho recurso, pese a que se había inter-
puesto por quienes ostentaban un interés legítimo en
el procedimiento.

Por su parte la representación procesal de la madre
biológica de los dos menores se opone a la estimación
del amparo, al entender que ningún interés legítimo ha
resultado proscrito en el recurso de apelación, ya que
el de los menores quedó salvaguardado perfectamente
por la actuación del Ministerio Fiscal y de la propia Admi-
nistración, sin que fuera digno de tener en cuenta, al
tratarse de un interés menor, secundario y subsiguiente,
el interés de los hipotéticos adoptantes, pues la reso-
lución sobre la existencia o no de la situación de desam-
paro de los menores, que la Audiencia Provincial ha
declarado en su Sentencia de 12 de junio de 2000 que
no ha existido, es previa a la posibilidad de acogimiento,
preadopción y adopción, de modo que ha de decidirse
primero, y de manera independiente, la cuestión del
desamparo, en la que sólo se encuentran implicados
los menores, defendidos por los titulares de la patria
potestad; esto es, el Ministerio Fiscal y la Administración,
y la persona a la que se le responsabiliza de ese desam-
paro, es decir, la madre biológica de los menores, sin
que quepa introducir en la relación procesal a terceros,
cuyo interés consiste en consolidar una expectativa de
adopción.

El Ministerio Fiscal, tras manifestar que la respuesta
a la cuestión planteada en la demanda de amparo no
puede ser unívoca para todos los casos de acogimiento,
sino que habrá que atender, caso por caso, a la clase
de acogimiento y a la posición de los acogedores, tanto
en dicho negocio jurídico, como en el proceso para su
constitución, entiende que en este supuesto es indudable
que los acogedores preadoptivos de los niños, cuya cus-
todia les había sido confiada en virtud de resolución
administrativa, tienen derecho a ser oídos en un pro-
cedimiento en el que al mismo tiempo se va a decidir
sobre la formalización judicial de dicho acogimiento y
sobre la oposición a la declaración de la situación de
desamparo, en cuya virtud se constituyó, y considera
que las razones esgrimidas por la Audiencia Provincial,
denegando la personación de los demandantes de ampa-
ro, no cumplen los cánones establecidos por una rei-
terada jurisprudencia constitucional respecto a las deci-
siones judiciales que impiden el acceso al proceso.

La Letrada de la Junta de Andalucía también se pro-
nuncia a favor de la estimación de la demanda de ampa-
ro, ya que entiende que los recurrentes ostentan un inte-
rés legítimo respecto a la resolución que recayó en el
procedimiento a quo, íntimamente ligado con el de los
menores, y cuyos efectos les alcanzan, como se eviden-
cia ahora en la fase de ejecución de la Sentencia dictada
por la Audiencia Provincial.

2. Delimitadas en los términos expuestos las posi-
ciones de quienes han comparecido en este proceso
de amparo, con carácter previo a examinar la cuestión
de fondo suscitada, resulta necesario realizar algunas
precisiones en orden a delimitar el objeto y alcance de
nuestra labor enjuiciadora.

En primer lugar los demandantes de amparo aducen
haber padecido una doble vulneración del derecho a
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en sus vertientes
de derecho de acceso al proceso y de derecho de acceso
a los recursos legalmente previstos, que imputan, res-
pectivamente, al Auto de 5 de junio de 2000, que denegó
su personación en el procedimiento a quo, y al Auto
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de 11 de julio de 2000, que inadmitió a trámite el recurso
de súplica que interpusieron contra el anterior Auto, por
no ser parte en dicho procedimiento. Ciertamente al Auto
de 11 de julio de 2000 no puede conferírsele otro sig-
nificado, en el contexto en el que ha sido dictado, que
el de confirmar la decisión de denegar la personación
de los demandantes de amparo (STC 301/2000, de 11
de diciembre, FJ 1), de modo que las vulneraciones del
derecho a la tutela judicial efectiva que se denuncian
devienen inseparables, y confluyen en la que constituye
la queja principal de los recurrentes en amparo; esto
es, la lesión de su derecho a la tutela judicial efectiva
en su vertiente de derecho de acceso al proceso, al habér-
seles denegado su personación en el procedimiento a
quo pese a ser, en su opinión, titulares de un interés
legítimo en razón de su condición de acogedores prea-
doptivos de los dos menores.

En segundo lugar el anterior planteamiento acota el
ámbito de la controversia sometida al conocimiento de
este Tribunal en el actual proceso de amparo. La cuestión
que hemos de dilucidar consiste exclusivamente en
determinar si, al haber denegado la personación de los
demandantes de amparo en el procedimiento a quo, la
Audiencia Provincial ha vulnerado su derecho a la tutela
judicial efectiva, al impedirles la posibilidad de que fueran
oídos en cuanto titulares de legítimos intereses, dada
su condición de acogedores preadoptivos de los dos
menores, resultando, por lo tanto, temas ajenos a la con-
troversia aquí y ahora suscitada y al pronunciamiento
de este Tribunal la corrección o no de la declaración
de desamparo de los dos menores y de la subsiguiente
constitución del acogimiento preadoptivo a favor de los
ahora demandantes de amparo.

3. Puesto que lo que se cuestiona en este recurso
de amparo es la decisión judicial de denegar la perso-
nación de los demandantes de amparo en el procedi-
miento a quo en su condición de acogedores preadop-
tivos de los dos menores, hemos de comenzar recor-
dando de modo sumario y en lo pertinente la doctrina
constitucional sobre el derecho a la tutela judicial efec-
tiva y, dentro de ella, de modo más concreto, la alusiva
a su vertiente de derecho de acceso al proceso.

Este Tribunal Constitucional ha declarado de manera
constante y reiterada que el primer contenido, en un
orden lógico y cronológico, del derecho a obtener la
tutela judicial efectiva de los Jueces y Tribunales, que
reconoce el art. 24.1 CE, es el acceso a la jurisdicción,
que se concreta en el derecho a ser parte en un proceso,
para promover la actividad jurisdiccional que desembo-
que en una decisión judicial sobre las pretensiones dedu-
cidas (STC 220/1993, de 30 de junio, FJ 3). No se
trata, sin embargo, de un derecho de libertad, ejercitable
sin más y directamente a partir de la Constitución, ni
tampoco de un derecho absoluto e incondicionado a
la prestación jurisdiccional, sino de un derecho a obte-
nerla por los cauces procesales existentes y con sujeción
a una concreta ordenación legal. En cuanto derecho pres-
tacional es conformado por las normas legales, que
determinan su alcance y contenido, y establecen los pre-
supuestos y requisitos para su ejercicio, las cuales pue-
den establecer límites al pleno acceso a la jurisdicción,
siempre que obedezcan a razonables finalidades de pro-
tección de bienes e intereses constitucionalmente pro-
tegidos (SSTC 140/1993, de 19 de abril, FJ 6; 12/1998,
de 15 de enero, FJ 4, entre otras). De este modo el
derecho a la tutela judicial efectiva puede verse con-
culcado por aquellas normas que impongan condiciones
impeditivas u obstaculizadoras del acceso a la jurisdic-
ción, siempre que los obstáculos legales sean innece-
sarios y excesivos y carezcan de razonabilidad y pro-
porcionalidad respecto de los fines que lícitamente pue-
de perseguir el legislador en el marco de la Constitución

(SSTC 4/1988, de 12 de enero, FJ 5; 141/1988, de
29 de junio, FJ 7; 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3).

También puede verse conculcado el derecho de acce-
so a la tutela por aquellas interpretaciones de las normas
que son manifiestamente erróneas, irrazonables o basa-
das en criterios que por su rigorismo, formalismo exce-
sivo o cualquier otra razón, que revele una clara des-
proporción entre los fines que aquella causa preserva
y los intereses que se sacrifican, de forma que la nega-
ción de la concurrencia del presupuesto o requisito en
cuestión sea arbitraria o irrazonable (SSTC 35/1999,
de 22 de marzo; 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3).

Asimismo es reiterada doctrina constitucional respec-
to del derecho de acceso a la jurisdicción que la inter-
pretación de las normas procesales, y más en concreto
el control de la concurrencia de los presupuestos que
condicionan la válida constitución del proceso, son, en
principio, operaciones que no trascienden el ámbito de
la legalidad ordinaria, que competen a los órganos judi-
ciales en el ejercicio de la función jurisdiccional que les
es propia ex art. 117.3 CE, no siendo función de este
Tribunal Constitucional examinar la interpretación de la
legalidad hecha por los órganos judiciales, salvo que
por manifiestamente arbitraria, claramente errónea, o por
no satisfacer las exigencias de proporcionalidad, inhe-
rentes a la restricción de todo derecho fundamental,
implique por sí misma una lesión del derecho a la tutela
judicial efectiva (SSTC 140/1987, de 23 de julio, FJ
2; 132/1992, de 28 de septiembre, FJ 2; 138/1995,
de 25 de septiembre, FJ 3; 88/1997, de 5 de mayo,
FJ 2; 236/1998, de 14 de diciembre, FJ 2; 165/1999,
de 27 de septiembre, FJ 3; 301/2000, de 11 de diciem-
bre, FJ 2; 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3). Des-
cendiendo de lo general a lo particular, en el marco de
la doctrina expuesta este Tribunal Constitucional ha
declarado que no es de su competencia entrar a con-
siderar con carácter general quiénes deben estimarse
legitimados para ser parte o personarse en un deter-
minado proceso, lo que constituye normalmente, con
la salvedad de las excepciones apuntadas, un problema
de estricta legalidad ordinaria, que incumbe resolver a
los órganos jurisdiccionales (STC 301/2000, de 11 de
diciembre, FJ 2; AATC 17/1990, de 15 de enero;
48/1996, de 26 de febrero).

Asimismo nuestra doctrina ha señalado que el art.
24.1 CE impone que cualquier derecho o interés legítimo
obtenga tutela efectiva de los Jueces y Tribunales (SSTC
71/1991, de 8 de abril, FJ 3; 210/1992, de 30 de
noviembre, FJ 3; 311/2000, de 18 de diciembre, FJ 3),
y que dicho precepto constitucional habilita a quienes
ostenten algún derecho o interés legítimo, que pueda
verse afectado, para comparecer y actuar en el proce-
dimiento (STC 56/2001, de 26 de febrero, FJ 2).

4. La situación de supuesta indefensión que denun-
cian los demandantes de amparo habría acontecido en
este caso en un procedimiento de jurisdicción voluntaria,
que regula el Libro III de la Ley de enjuiciamiento civil
de 1881, en concreto, sus arts. 1825 y ss. En relación
con tal tipo de procedimiento este Tribunal ha tenido
ocasión de advertir, al resolver recursos de amparo que
presentan cierta analogía con el presente, que el art.
24 CE «no impone cauces procesales determinados,
siempre que se respeten las garantías esenciales para
proteger judicialmente los derechos e intereses legítimos
de los justiciables (SSTC 11/1982, 1/1987, 43/1987
y 160/1991). Lo fundamental desde la óptica consti-
tucional es apreciar si en las circunstancias del concreto
proceso seguido el titular del derecho fundamental ha
disfrutado de una posibilidad real de defender sus dere-
chos e intereses legítimos mediante los medios de ale-
gación y de prueba suficientes, cuando se actúa con
la diligencia procesal razonable (SSTC 4/1982, FJ 5,
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y 14/1992, FJ 2)» (STC 114/1997, de 16 de junio,
FJ 3, que reitera doctrina recogida en las SSTC 76/1990,
de 26 de abril, FJ 6; 298/1993, de 18 de octubre, FJ 6;
187/1996, de 25 de noviembre, FJ 2). De modo que,
añade el Tribunal, «al encauzar el conocimiento judicial
de estas controversias sobre la situación familiar de los
menores a través de procedimientos tan flexibles, sean
o no caracterizables en sentido estricto como ejercicio
de la jurisdicción voluntaria, la Ley de enjuiciamiento
civil transparenta su intención de servir importantes
fines. Uno, asegurar que todas las actuaciones serán
llevadas a cabo “con la conveniente reserva”, evitando
en particular que se quiebre la muralla de discreción
que la ley establece entre la familia de origen y la familia
adoptiva (art. 173.4 CC y art. 1826 LEC). Otro fin al
que sirve el carácter informal e incisivo del procedimiento
consiste en procurar que el Juzgado obtenga y verifique
toda la información que resulte precisa para asegurarse
que la medida a acordar resultará beneficiosa para el
menor, cuyos intereses son prevalentes (arts. 172.4,
173.2 in fine, 174 y 176.1 CC y art. 1826 LEC)»
(STC 114/1997, de 16 de junio, FJ 3).

En lo que interesa a este recurso de amparo, hemos
declarado en relación con el desarrollo de procedimien-
tos de oposición a la declaración de desamparo, de aco-
gimiento y de adopción, que «en este tipo de procesos
civiles se encuentran en juego derechos e intereses legí-
timos de extraordinaria importancia ... [tanto] los del
menor, como los de sus padres biológicos y los de las
restantes personas implicadas en la situación, [que] son
intereses y derechos de la mayor importancia en el orden
personal y familiar, que obligan a rodear de las mayores
garantías los actos judiciales que les atañen» (STC
114/1997, de 16 de junio, FJ 6; en el mismo sentido
STC 298/1993, de 18 de octubre, FJ 3). Es lógico, pues,
que «dada la extraordinaria importancia que revisten
estos intereses y derechos en juego en este tipo de pro-
cesos, se ofrezca realmente en ellos una amplia ocasión
de alegaciones a quienes ostentan intereses legítimos
en la decisión a tomar, así como para aportar documen-
tos y todo tipo de justificaciones atendiendo a un menor
rigor formal y a la exclusión de la preclusividad ... [pues]
lo trascendental en ellos no es tanto su modo como
su resultado» (STC 187/1996, de 25 de noviembre,
FJ 2). En este sentido no puede dejar de traerse a cola-
ción la Convención de las Naciones Unidas sobre los
derechos del niño de 20 de noviembre de 1989, rati-
ficada por España el día 30 de noviembre de 1990,
que prevé que en cualquier procedimiento entablado con
ocasión de la separación del niño de sus padres «se
ofrecerá a todas las partes interesadas la posibilidad de
participar en él y de dar a conocer sus opiniones» (art.
9.2).

De otra parte, en tales procedimientos se configura
como prevalente el interés superior del menor. Principio
que con carácter general proclama la mencionada Con-
vención, al disponer que «en todas las medidas con-
cernientes a los niños que tomen las instituciones públi-
cas o privadas de bienestar social, los tribunales, las
autoridades administrativas o los órganos legislativos,
una consideración primordial a que se atenderá será el
interés superior del niño» (art. 3.1). Y que nuestra legis-
lación en materia de menores define como rector e ins-
pirador de todas las actuaciones de los poderes públicos
relacionadas con el niño, tanto administrativas como judi-
ciales (Exposición de Motivos, arts. 2, 11.2 de la Ley
Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica
del menor, de modificación parcial del Código civil y
de la Ley de enjuiciamiento civil; arts. 172.4, 173.3 y 4,
y 173 bis CC; arts. 1826 y 1827 LEC).

Finalmente ha de precisarse que la función encomen-
dada en estos casos al Juez no es la de juzgar y ejecutar
lo juzgado (art. 117.3 CE), sino que, al ser concebida
al modo de la jurisdicción voluntaria, ha de incluirse en

las funciones que, de acuerdo con el art. 117.4 CE, puede
atribuirle expresamente la Ley en garantía de cualquier
derecho (STC 93/1983, de 8 de noviembre, FJ 3). Los
procedimientos de oposición a la declaración de desam-
paro, de acogimiento y de adopción, como este Tribunal
Constitucional ha tenido ocasión de declarar en relación
con el procedimiento de separación matrimonial, dado
su carácter instrumental al servicio del Derecho de fami-
lia (STC 4/2001, de 15 de enero, FJ 4), no se configuran
como un simple conflicto entre pretensiones privadas
que ha de ser decidido jurisdiccionalmente como si de
un conflicto más de Derecho privado se tratara, sino
que en relación con tales procedimientos se amplían
ex lege las facultades del Juez en garantía de los inte-
reses que han de ser tutelados, entre los que ocupa
una posición prevalente, como ya se ha señalado, el
interés superior del menor (cfr. art. 1826 LEC).

5. Así pues, a la luz de la doctrina constitucional
expuesta, hemos de examinar la queja de los deman-
dantes de amparo.

Según resulta del examen de las actuaciones judi-
ciales, como sintetiza el Ministerio Fiscal en su escrito
de alegaciones, la Delegación Provincial de Sevilla de
la Consejería de Asuntos Sociales de la Junta de Anda-
lucía por Resolución de 12 de noviembre de 1996 decla-
ró en situación de desamparo a dos menores, de cinco
y cuatro años de edad, respectivamente, quienes fueron
ingresados en un centro de protección infantil bajo la
guarda delegada de su Director, y sujetos a vigilancia
de la entidad pública de Andalucía de protección de
menores. Investigada la situación personal, familiar, eco-
nómica y social de la familia de los menores, dicha enti-
dad decidió integrarlos en el programa de adopción y
acogimiento familiar con familia sustituta, por lo que
mediante Resolución de 2 de junio de 1997 ratificó la
declaración de la situación de desamparo, y acordó cons-
tituir, con suspensión de cualquier régimen de visitas
y comunicaciones de los niños con sus familiares, un
acogimiento familiar preadoptivo de aquéllos, que, en
el supuesto de que no fuera consentido por sus pro-
genitores, sería de naturaleza provisional, al tiempo que
acordó promover ante el Juzgado competente el pro-
cedimiento correspondiente, para establecer dicho aco-
gimiento, siendo designados a tales efectos los ahora
demandantes de amparo, a quienes se les hizo entrega
de los menores en la fecha indicada.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla
por providencia de 2 de junio de 1997 acordó incoar
los autos núm. 408/97, para tramitar la oposición de
la madre biológica a la declaración de situación de
desamparo de sus dos hijos. La Delegación Provincial
de Sevilla de la Consejería de Asuntos Sociales de la
Junta de Andalucía pretendió en fecha 1 de octubre
de 1997 que se constituyera judicialmente el acogimien-
to familiar preadoptivo de los dos menores con los ahora
demandantes de amparo, acordando el Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 7 de Sevilla por providencia de
9 de octubre de 1997 que se desglosara tal solicitud
y se presentara en el Registro General, para que cono-
ciera de la misma el Juzgado al que correspondiera por
reparto, siendo turnada al Juzgado de Primera Instancia
núm. 6 de Sevilla, en el que se incoaron los autos núm.
878/97.

El Juzgado de Primera Instancia núm. 6 de Sevilla
por Auto de 20 de enero de 1998, tras comparecer
en los autos núm. 878/97 la madre biológica, acredi-
tando que había formulado oposición a la declaración
de la situación de desamparo de los menores, acordó
la acumulación de ambos procedimientos, la cual tam-
bién fue declarada por el Juzgado de Primera Instancia
núm. 7 de Sevilla por Auto de 10 de marzo de 1998.

Una vez efectuada la acumulación acordada el pro-
cedimiento concluyó en primera instancia por Sentencia
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del Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla de
8 de septiembre de 1998, en la que se desestimaron
las pretensiones de la madre biológica de que se dejara
sin efecto la declaración de desamparo y, subsidiaria-
mente, se estableciera un régimen de visitas y comu-
nicaciones con sus hijos, a la vez que se estimó la pre-
tensión de la entidad pública de Andalucía de protección
de menores de constituir el acogimiento familiar prea-
doptivo de los menores en las personas de los deman-
dantes de amparo.

La madre biológica interpuso recurso de apelación
contra la anterior Sentencia, cuyo conocimiento corres-
pondió a la Sección Sexta de la Audiencia Provincial
de Sevilla. Durante la tramitación de dicho recurso los
ahora demandantes de amparo presentaron un escrito,
solicitando la personación en el procedimiento, alegando
que hasta entonces no habían tenido noticias de su tra-
mitación y el interés que tenían en el mismo, porque,
siendo acogedores preadoptivos de los menores, con
los que habían integrado una familia durante la vigencia
de la medida de acogimiento, podían aportar datos rele-
vantes en orden a la decisión que debería de dictarse
en el procedimiento.

La Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla
por Auto de 5 de junio de 2000 desestimó la pretensión
de los ahora demandantes de amparo, al considerar que
«carecen de legitimación, primero dada la fase del pro-
cedimiento, segundo porque los intereses de los meno-
res se encuentran atendidos por el M.o Fiscal y por la
Administración dentro de la esfera de las respectivas
competencias; y, finalmente, porque la reserva y con-
fidencialidad que establece la ley quedarían violentadas
mediante la referida personación, que carece de todo
sentido» (razonamiento jurídico segundo). Notificado
dicho Auto a los demandantes de amparo en fecha 8
de junio de 2000, interpusieron contra él recurso de
súplica, que fue inadmitido por Auto de 11 de julio de
2000, al no haber sido admitida su personación median-
te el Auto recurrido.

La Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla
dictó Sentencia de fecha 12 de junio de 2000, en la
que se estimó la oposición formulada por la madre bio-
lógica a la situación de desamparo de los dos menores,
declarada por la Delegación en Sevilla de la Consejería
de Asuntos Sociales de la Junta de Andalucía, se declaró
la inexistencia de la situación legal de desamparo, se
dejó sin efecto el acogimiento preadoptivo, y se ordenó
que los dos menores fueran devueltos y colocados bajo
la custodia de su madre biológica, recuperando ésta la
patria potestad, lo que debería de llevarse a cabo de
inmediato.

De otra parte, según resulta del examen de las actua-
ciones, los ahora demandantes de amparo en ningún
momento fueron emplazados para comparecer en el pro-
cedimiento, bien en los autos tramitados ante el Juzgado
de Primera Instancia núm. 6 de Sevilla núm. 878/97
sobre la constitución judicial del acogimiento familiar
preadoptivo, bien con posterioridad a la acumulación
de dichos autos a los autos núm. 408/97 sobre opo-
sición a la declaración administrativa de desamparo. Asi-
mismo no existe en las actuaciones constancia alguna
de que tuvieran conocimiento del procedimiento trami-
tado hasta que la Sección Sexta de la Audiencia Pro-
vincial de Sevilla acordó como diligencia para mejor pro-
veer citar a los menores para su exploración, la cual
se celebró el día 22 de marzo de 2000 en solitario ante
la Sala, al prohibir el órgano judicial la asistencia de
las partes y del Ministerio Fiscal.

Finalmente, instada la ejecución de la Sentencia de
la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla,
el Juzgado de Primera Instancia núm. 7 de Sevilla por
providencia de 2 de octubre de 2000 tuvo por perso-
nados y partes en el procedimiento a los acogedores

preadoptivos de los dos menores, ahora demandantes
de amparo.

6. Ateniéndonos a las concretas circunstancias con-
currentes en el presente caso, ha de resaltarse la con-
dición de los demandantes de amparo de acogedores
preadoptivos de los dos menores. La figura del acogi-
miento familiar produce la plena participación del menor
en la vida de familia, e impone a los acogedores las
obligaciones de velar por él, tenerlo en su compañía,
alimentarlo, educarlo y procurarle una formación integral
(art. 173.1 CC). Entre las diversas modalidades de aco-
gimiento familiar que se prevén en nuestra legislación
de menores el acogimiento familiar preadoptivo se for-
maliza por la entidad pública competente, cuando ésta
eleve la propuesta de adopción del menor ante la auto-
ridad judicial, siempre que los acogedores reúnan los
requisitos necesarios para adoptar, hayan sido seleccio-
nados, y hayan prestado ante la entidad pública su con-
sentimiento a la adopción, y se encuentre el menor en
situación jurídica adecuada para la adopción, pudiéndose
también formalizar, cuando la entidad pública considere,
con anterioridad a la presentación de la propuesta de
adopción, que fuera necesario establecer un período de
adaptación del menor a la familia (arts. 173 bis 3 CC).
Asimismo se podrá acordar por la entidad pública en
interés del menor con carácter provisional, como ha
acontecido en el supuesto que nos ocupa, cuando los
padres o tutores no consientan o se opongan al aco-
gimiento, que subsistirá hasta tanto se produzca reso-
lución judicial (art. 173.3 CC). En este sentido ha de
compartirse la afirmación del Ministerio Fiscal de que
los acogedores preadoptivos gozan de un status jurídico
reforzado respecto a los demás acogedores en general,
ya que, además de ser, al menos, guardadores del aco-
gido, tienen una expectativa de convertirse en adoptan-
tes del mismo.

Pues bien, en atención a la condición de los deman-
dantes de amparo de acogedores preadoptivos de los
menores, y en atención también al objeto del proce-
dimiento, en el que, en virtud de la acumulación de autos
acordada por el Juzgado de Primera Instancia, se ven-
tilaba, no sólo la oposición a la declaración de desam-
paro, sino también la formalización judicial del acogi-
miento preadoptivo a favor de los demandantes de ampa-
ro, no cabe negar a éstos un evidente interés legítimo
en el objeto del procedimiento, a fin de personarse y
ser oídos en el mismo, puesto que la decisión judicial
que habría de dictarse y, consiguientemente, el man-
tenimiento y confirmación judicial de esa situación de
acogimiento preadoptivo, como aconteció en la primera
instancia, o su revocación, afectaba evidentemente a
su esfera jurídica, ya que, de confirmarse el desamparo,
continuarían en su condición de familia de acogida, y
podrían ver cumplida su expectativa de instar la adopción
de los menores, y, de revocarse, no sólo se anularía
el acogimiento familiar, sino que se vería frustrada aque-
lla expectativa. En consecuencia, siendo los demandan-
tes de amparo titulares de un interés propio y cualificado,
vinculado al objeto del procedimiento, no cabe duda de
que poseen un interés legítimo para personarse y ser
oídos en el mismo. Por lo demás, como señala el Minis-
terio Fiscal, tal derecho de audiencia de los acogedores
en el procedimiento de constitución de cualquier clase
de acogimiento aparece plasmado en el art. 1828 LEC.

Incluso desde la perspectiva del prevalente interés
superior del menor, que se configura como principio rec-
tor de la actuación de todos los poderes públicos en
este ámbito (art. 11.2 Ley Orgánica 1/1996, de 15 de
enero), no cabe negar en principio la condición de parte
interesada y su consiguiente oportunidad de participar
en el procedimiento para ser oídos (art. 9 Convención
de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño,
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de 20 de noviembre de 1989) a quienes, como los
demandantes de amparo, y en su condición de acoge-
dores preadoptivos de los menores, habían convivido
con ellos los tres últimos años, configurando un mismo
núcleo familiar, cuando solicitaron la personación en el
procedimiento, al objeto de que, en aras a la satisfacción
de aquel interés prevalente, pudieran informar sobre la
situación actual de los menores y su integración en la
vida familiar. En este sentido resultan significativas, y
contrastan con la decisión de denegar la personación
de los ahora recurrentes en amparo, las consideraciones
que se aducen en la propia Sentencia de la Sección
Sexta de la Audiencia Provincial del Sevilla, al entender
relevante para decidir el retorno de los menores con
su madre biológica, no sólo el tiempo transcurrido desde
que fueron separados de ella, sino también el conocer,
entre otros factores, «el estado actual de los menores
en la familia que viene ejerciendo como acogedora» (fun-
damento de Derecho único).

7. Una vez determinado que los demandantes de
amparo, en su condición de acogedores preadoptivos
de los dos menores, son titulares de un interés legítimo,
que les permitía, ex art. 24.1 CE, comparecer y ser oídos
en el procedimiento a quo, queda únicamente por exa-
minar si los motivos, en los que la Audiencia Provincial
fundó su decisión de denegarles la personación solici-
tada, pueden obedecer a razonables finalidades de pro-
tección de otros bienes o intereses constitucionalmente
protegidos, que pudieran justificar, en este caso, una
restricción en su derecho a la tutela judicial efectiva.

Desde la perspectiva de control que a este Tribunal
Constitucional corresponde, de acuerdo con la doctrina
constitucional recogida en el fundamento jurídico tercero
de esta Sentencia, en relación con las decisiones judi-
ciales sobre quiénes deben estimarse legitimados para
ser parte o personarse en un proceso, ninguna de las
razones en las que la Audiencia Provincial basó la dene-
gación de la personación de los recurrentes en amparo
satisface en este caso las exigencias de razonabilidad
y proporcionalidad, que pudieran justificar la restricción
del derecho fundamental que se sacrifica.

En efecto, no superan el canon de constitucionalidad
al que aquellas decisiones se encuentran sometidas, en
primer lugar, las razones atinentes al momento procesal
en el que los demandantes de amparo presentaron su
solicitud de personación y de ser oídos en el procedi-
miento, pues, abstracción hecha de que, debiendo de
haber sido oídos en el procedimiento, en ningún momen-
to fueron llamados, y de que no existe constancia en
las actuaciones de que hubieran tenido conocimiento
del mismo antes de la exploración de los menores por
parte de la Audiencia Provincial, lo cierto es que no cabe
vincular, como señala la Letrada de la Junta de Anda-
lucía, la legitimación para ser parte o personarse en un
procedimiento con el momento procesal en el que éste
se encuentre, sin perjuicio de que la personación en
un momento o fase posterior del proceso tenga para
la parte que la pretenda sus efectos en orden a las actua-
ciones que pueda practicar, pero que en ningún caso
le priva de su legitimación. Además en este caso, como
pone de manifiesto el Ministerio Fiscal, los demandantes
de amparo presentaron el escrito de solicitud de per-
sonación dos meses antes de que se dictase la Sentencia
de apelación, por lo que nada se oponía a que, en vez
de rechazar de plano su personación, se aceptase, y
a que formularan sus alegaciones de las que se pudo
dar traslado a las demás partes, para que las conocieran,
y adoptaran frente a las mismas la postura que estimasen
procedente.

Tampoco supera aquel canon el segundo de los moti-
vos esgrimidos por la Audiencia Provincial, para denegar
la personación de los demandantes de amparo, cual es

que los intereses de los menores se encontraban defen-
didos por el Ministerio Fiscal y la Administración. El
hecho de que los intereses de los menores estén repre-
sentados por el Ministerio Fiscal y la Administración autó-
noma competente no reviste carácter excluyente de la
intervención de otros posibles interesados en el proce-
dimiento en atención al interés superior de los menores,
condición que en este caso debe predicarse, sin duda,
de los demandantes de amparo en su condición de aco-
gedores preadoptivos de los menores, con quienes esta-
ban conviviendo insertos en un mismo núcleo familiar
desde el mes de junio de 1997.

E igual conclusión ha de alcanzarse en relación con
el tercero de los motivos en los que se fundó la decisión
recurrida en amparo, dado que el principio de obligada
reserva que debe de presidir todas las actuaciones de
formalización y cesación del acogimiento (arts. 173.5
CC y 1826 LEC) no resultaba incompatible en este caso
con la intervención de los acogedores en el procedi-
miento, siendo factible que la misma se produjera, reser-
vando u ocultando su identidad, y manteniendo así la
confidencialidad de los acogedores sin merma de su
derecho a la tutela judicial efectiva.

8. Los anteriores razonamientos han de conducir
a la estimación del presente recurso de amparo. A los
efectos de restablecer a los demandantes de amparo
en la integridad del derecho fundamental vulnerado (art.
55 LOTC), ha de declararse la nulidad de los Autos de
la Sección Sexta de la Audiencia Provincial de Sevilla,
de 5 de junio y 11 de julio de 2000, y de todas las
actuaciones posteriores al primero de los Autos, incluida
la Sentencia de 12 de junio de 2000, debiendo retro-
traerse las actuaciones judiciales al momento inmedia-
tamente anterior al de dictarse el citado Auto de 5 de
junio de 2000, al objeto de que la Sección Sexta de
la Audiencia Provincial de Sevilla dicte una nueva reso-
lución en relación con la solicitud de personación de
los demandantes de amparo respetuosa con su derecho
a la tutela judicial efectiva, manteniéndose respecto a
los menores la situación en la que éstos se encontraban,
para evitarles el perjuicio derivado de los posibles cam-
bios no definitivos en ella, cuando los demandantes de
amparo presentaron su escrito de solicitud de perso-
nación en el procedimiento.

9. El éxito de la demanda priva de objeto a la peti-
ción de suspensión de las resoluciones recurridas, actual-
mente en trámite en la correspondiente pieza separada,
que deberá ser archivada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar la presente demanda de amparo y, en su
virtud,

1.o Declarar que se ha vulnerado a los demandantes
de amparo su derecho a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 CE).

2.o Restablecerles en su derecho y, a tal fin, declarar
la nulidad de los Autos de 5 de junio y de 11 de julio
de 2000, dictados por la Sección Sexta de la Audiencia
Provincial de Sevilla en el rollo de apelación núm.
3044/99, dimanante de los autos acumulados de opo-
sición al desamparo núm. 408/97 y de acogimiento
familiar núm. 878/97 procedentes del Juzgado de Pri-
mera Instancia núm. 7 de Sevilla, y de todas las actua-
ciones posteriores al primero de los Autos, incluida la
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Sentencia de 12 de junio de 2000, retrotrayendo las
actuaciones judiciales al momento procesal y con los
efectos señalados en el fundamento jurídico octavo de
esta Sentencia.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado», sustituyendo los apellidos de las partes por sus
iniciales.

Dada en Madrid, a veinte de mayo de dos mil dos.—To-
más S. Vives Antón.—Pablo Cachón Villar.—Vicente Con-
de Martín de Hijas.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Elisa
Pérez Vera.—Eugeni Gay Montalvo.—Firmado y rubricado.

11900 Sala Segunda. Sentencia 125/2002, de 20
de mayo de 2002. Recurso de amparo
6829-2000. Promovido por don Ricardo
Acosta Pizarro frente a las Sentencias de la
Sala de lo Penal del Tribunal Supremo y de
la Audiencia Nacional, que le condenaron por
un delito contra la salud pública.
Supuesta vulneración del derecho a la pre-
sunción de inocencia: condena penal fundada
en declaraciones de un coimputado corrobo-
radas por otras pruebas y contrarias a las
manifestaciones del reo.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Tomás S. Vives Antón, Presidente, don
Pablo Cachón Villar, don Vicente Conde Martín de Hijas,
don Guillermo Jiménez Sánchez, doña Elisa Pérez Vera
y don Eugeni Gay Montalvo, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 6829-2000, promovido
por don Ricardo Acosta Pizarro, representado por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Mariluz Simarro Val-
verde y asistido por el Letrado don Francisco Jiménez
González, contra la Sentencia 5/1998, dictada en causa
seguida por delito contra la salud pública el 29 de enero
de 1998 por la Sección Tercera de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional, y contra la Sentencia
1711/2000, pronunciada por la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo el 8 de noviembre de 2000 al resolver
el recurso de casación núm. 3523/98 interpuesto contra
la anterior. Han intervenido don Manuel Soria Bueno,
representado por el Procurador de los Tribunales don
Emilio García Cornejo y asistido por el Letrado don Gus-
tavo López Muñoz y Larraz, y el Ministerio Fiscal. Ha
actuado como Ponente el Magistrado don Guillermo
Jiménez Sánchez, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en el Juzgado de
guardia el 26 de diciembre de 2000 y dos días más
tarde en este Tribunal la Procuradora de los Tribunales
doña Mariluz Simarro Valverde, en nombre y represen-
tación de don Ricardo Acosta Pizarro, interpuso recurso
de amparo contra las resoluciones judiciales de las que
se ha hecho mérito en el encabezamiento.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
son, en síntesis, los siguientes:

a) Por el Juzgado de Instrucción núm. 1 de Estepa
se incoaron las diligencias previas núm. 50/94, relativas

a la presunta comisión de un delito contra la salud públi-
ca, luego diligencias previas 525/94, a las que se unió
por inhibición el procedimiento abreviado núm. 52/94
del Juzgado de Instrucción núm. 2 de Fuengirola.

b) Remitidas las actuaciones al Juzgado Central de
Instrucción núm. 4, se tramitaron como sumario núm.
18/96, dictándose por la Sección Tercera de la Sala
de lo Penal de la Audiencia Nacional la Sentencia núm.
5/1998 el día 29 de enero. En ella se condenó, entre
otros, al hoy recurrente a la pena de once años de prisión
mayor y multa de 125.000.000 de pesetas como autor
responsable de un delito continuado de tráfico de sus-
tancias estupefacientes gravemente dañinas para la
salud en cantidad de notoria importancia, perteneciendo
a organización y con la concurrencia de la circunstancia
agravante de reincidencia. Los otros cinco coencausados
fueron condenados a distintas penas.

c) Interpuestos recursos de casación por los con-
denados la Sala Segunda del Tribunal Supremo dictó
la Sentencia núm. 1711/2000, el 8 de noviembre, decla-
rando no haber lugar al recurso de casación formulado
por el actor.

3. El demandante de amparo denuncia en su recur-
so la vulneración de los derechos a la tutela judicial
efectiva y a la presunción de inocencia. Se alega al res-
pecto, en síntesis, que su condena se ha producido por
unos hechos que no han quedado debidamente acre-
ditados y sin que las pruebas practicadas tuvieran enti-
dad suficiente para ello. A su juicio la única prueba que
le implicaba en las operaciones de narcotráfico era la
declaración, poco precisa y contradictoria, de otro coim-
putado, de la que éste se retractó posteriormente.

4. Por providencia de la Sección Tercera de este
Tribunal, de 7 de mayo de 2001, se acordó conceder
al demandante de amparo y al Ministerio Fiscal el plazo
común de diez días para que, de acuerdo con lo previsto
en el art. 50.3 LOTC, formularan las alegaciones que
estimaran pertinentes en relación con la carencia mani-
fiesta de contenido constitucional de la demanda [art.
50.1 c) LOTC].

5. Mediante escrito registrado el 1 de junio de 2001
la Procuradora señora Simarro Valverde reiteró las ale-
gaciones ya formuladas en la demanda de amparo, insis-
tiendo en que no existe prueba de cargo de suficiente
entidad para desvirtuar el principio de presunción de
inocencia, por lo que reprodujo la solicitud de concesión
de amparo.

6. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional evacuó
el trámite conferido mediante escrito registrado el 4 de
junio de 2001. En él señala que ha existido sobrada-
mente el mínimo de actividad probatoria, legítimamente
obtenida y de sentido inculpatorio, para que los Tribu-
nales de la jurisdicción ordinaria hayan podido obtener
una valoración en conciencia que no puede ser discutida
en sede constitucional; en consecuencia interesa se dicte
Auto inadmitiendo la demanda de amparo por falta de
contenido constitucional.

7. La Sala Segunda, por providencia de 19 de julio
de 2001, acordó admitir a trámite la demanda de amparo
y, en virtud de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, dirigir
atenta comunicación a la Sala Segunda del Tribunal
Supremo y a la Sección Tercera de la Sala de lo Penal
de la Audiencia Nacional solicitando la remisión de cer-
tificación o fotocopia adverada de las actuaciones corres-
pondientes, debiendo previamente emplazarse a quienes
hubieran sido partes en el procedimiento, excepto al
recurrente en amparo, para que, si así lo deseasen, pudie-
ran comparecer en el presente proceso constitucional
en el plazo de diez días.


